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Corte IDH. Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. 
República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 282. 

a. Derechos y restricciones de los Estados en el establecimiento de 
políticas migratorias.

Este Tribunal ya ha manifestado que, en el ejercicio de su facultad de fijar políticas 
migratorias, los Estados pueden establecer mecanismos de control de ingreso a su 
territorio y salida de él con respecto a personas que no sean nacionales suyas, 
siempre que dichas políticas sean compatibles con las normas de protección de los 
derechos humanos establecidas en la Convención Americana. En efecto, si bien los 
Estados guardan un ámbito de discrecionalidad al determinar sus políticas 
migratorias, los objetivos perseguidos por las mismas deben respetar los derechos 
humanos de las personas migrantes 

b. Derecho de los migrantes al debido proceso

351. En este sentido, la Corte ha sostenido que “el debido proceso debe ser 
garantizado a toda persona independientemente del estatus migratorio”, puesto que 
“[e]l amplio alcance de la intangibilidad del debido proceso se aplica no solo ratione 
materiae sino también ratione personae sin discriminación alguna”4, y prosiguiendo 
el objetivo que “los migrantes tengan la posibilidad de hacer valer sus derechos y 
defender sus intereses en forma efectiva y en condiciones de igualdad procesal con 
otros justiciables”5.

402. Por otra parte, en relación con los derechos de los migrantes, la Corte ha
establecido que es permisible que el Estado otorgue un trato distinto a los migrantes
documentados en relación con los migrantes indocumentados, o bien entre migrantes
y nacionales, “siempre que ese trato sea razonable, objetivo y proporcional y no
lesione derechos humanos”6. Noobstante, “el deber de respetar y garantizar el
principio de la igualdad ante la ley y no discriminación es independiente del estatus
migratorio de una persona en un Estado”. Es decir, los Estados tienen la obligación
de garantizar este principio fundamental a sus ciudadanos y a toda persona extranjera
que se encuentre en su territorio, sin discriminación alguna por su estancia regular o
irregular, su nacionalidad, raza, género o cualquier otra causa.

c. Derechos a la nacionalidad y a la igualdad ante la ley

253. Respecto al derecho a la nacionalidad, consagrado en el artículo 20 de la
Convención Americana, la Corte ha indicado que la nacionalidad, “como vínculo
jurídico político que  liga una persona a un Estado determinado, permite que el
individuo adquiera y ejerza los  derechos y responsabilidades propias de la
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pertenencia a una comunidad política. Como tal, la nacionalidad es un prerrequisito 
para el ejercicio de determinados derechos”, y siendo además un derecho de carácter 
inderogable de conformidad con el artículo 27 de la Convención . Este Tribunal ha 
establecido que  

“La nacionalidad, conforme se acepta mayoritariamente, debe ser considerada como 
un estado natural del ser humano. Tal estado es no sólo el fundamento mismo de su 
capacidad política sino también de parte de su capacidad civil. De allí que, no obstante 
que tradicionalmente se ha aceptado que la determinación y regulación de la 
nacionalidad son competencia de cada Estado, la evolución cumplida en esta materia 
nos demuestra que el derecho internacional impone ciertos límites a la 
discrecionalidad de los Estados” 
256. En este sentido, la Corte considera que la determinación de quienes son 
nacionales sigue siendo competencia interna de los Estados. Sin perjuicio de ello, 
resulta necesario que dicha atribución estatal se ejerza en concordancia con los 
parámetros emanados de normas obligatorias del derecho internacional a las que los 
propios Estados, en ejercicio de su soberanía, se hayan sometido. Así, de acuerdo al 
desarrollo actual del derecho internacional de los derechos humanos, es necesario 
que los Estados, al regular el otorgamiento de la nacionalidad, tengan en cuenta: a) 
su deber de prevenir, evitar y reducir la apatridia y b) su deber de brindar a los 
individuos una protección igualitaria y efectiva de la ley y sin discriminación  
257. En cuanto a su deber de prevenir, evitar y reducir la apatridia, los Estados tienen 
la obligación de no adoptar prácticas o legislación, respecto al otorgamiento de la 
nacionalidad, cuya aplicación favorezca el incremento del número de personas 
apátridas. La apatridia tiene como consecuencia imposibilitar el goce de los derechos 
civiles y políticos de una persona, y ocasionarle una condición de extrema 
vulnerabilidad pecto, resulta pertinente mencionar que la nacionalidad es un derecho 
fundamental de la persona humana que está establecido en otros instrumentos 
internacionales .  

254. Asimismo, cabe señalar que la Convención Americana recoge el derecho a la 
nacionalidad en un doble aspecto: el derecho a tener una nacionalidad desde la 
perspectiva de dotar al individuo de un mínimo de amparo jurídico en el conjunto de 
relaciones, al establecer su vinculación con un Estado determinado, y el de proteger 
al individuo contra la privación de su nacionalidad en forma arbitraria, porque de ese 
modo se le estaría privando de la totalidad de sus derechos políticos y de aquellos 
derechos civiles que se sustentan en la nacionalidad del individuo  

d.  Nacionalidad y principio de igualdad y no discriminación  

262. La Corte ha sostenido que el articulo 1.1 de la Convención Americana, que 
establece la obligación de los Estados de respetar y garantizar el pleno y libre ejercicio 
de los derechos y libertades allí reconocidos “sin discriminación alguna”, es una 
norma de carácter general cuyo contenido se extiende a todas las disposiciones del 
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tratado. Es decir, cualquiera sea el origen o la forma que asuma, todo tratamiento que 
pueda ser considerado discriminatorio respecto del ejercicio de cualquiera de los 
derechos garantizados en la Convención es per se incompatible con la misma Por 
otro lado, el que la discriminación se refiera a una protección desigual de la ley interna 
o su aplicación  

263. Asimismo, este Tribunal reitera “que el derecho internacional de los derechos 
humanos no sólo prohíbe políticas y prácticas deliberadamente discriminatorias, sino 
también aquellas cuyo impacto sea discriminatorio contra ciertas categorías de 
personas, aun cuando no se pueda probar la intención discriminatoria” . En este 
sentido, una violación del derecho a la igualdad y no discriminación se produce 
también ante situaciones y casos de discriminación indirecta reflejada en el impacto 
desproporcionado de normas, acciones, políticas o en otras medidas que, aún cuando 
sean o parezcan ser neutrales en su formulación, o tengan un alcance general y no 
diferenciado, produzcan efectos negativos para ciertos grupos vulnerables . 

Así, como también ha expresado este Tribunal “los Estados deben abstenerse de 
realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o indirectamente, 
a crear situaciones de discriminación de jure o de facto”, y están obligados “a adoptar 
medidas positivas para revertir o cambiar situaciones discriminatorias existentes en 
sus sociedades, en perjuicio de determinado grupo de personas”.  

264. En relación al derecho a la nacionalidad, la Corte reitera que el principio de 
derecho imperativo de protección igualitaria y efectiva de la ley y no discriminación 
determina que los Estados, al regular los mecanismos de otorgamiento de la 
nacionalidad, deben abstenerse de producir regulaciones discriminatorias o que 
tengan efectos discriminatorios en los diferentes grupos de una población al momento 
de ejercer sus derechos . Además, los Estados deben combatir las prácticas 
discriminatorias en todos sus niveles, en especial en los órganos públicos, y 
finalmente debe adoptar las medidas afirmativas necesarias para asegurar una 
efectiva igualdad ante la ley de todas las personas. La Corte también ha establecido 
que los Estados tienen la obligación de garantizar el principio de la igualdad ante la 
ley y no discriminación independientemente del estatus migratorio de una persona en 
un Estado, y dicha obligación se proyecta en el ámbito del derecho a la nacionalidad 
. En ese sentido, este Tribunal ha dejado establecido al examinar un caso relativo a 
República Dominicana que el estatus migratorio de los padres no puede transmitirse 
a sus hijos. 

 

 


